La recepción de la personalidad moral en el CIC. (Estudio del canon 113, 1°) by Montes-Casas, A. (Antonio)
LA RECEPCIÓN DE LA PERSONALIDAD 
MORAL EN EL CIC 
(Estudio del canon 113, 1°) 
ANTONIO MONTES CASAS 
_______ s U M A R 10 ----.,. _____ _ 
I • INTRODUCCIÓN. Il • LA RECEPCIÓN DE LA PERSONALIDAD EN 
DERECHO CANÓNICO. a. La doctrina civil. b. La formulación del concepto 
en derecho canónico. c. Notas sobre la personalidad. III • LA PERSONA-
LIDAD JURÍDICA EN EL CIC 1983. a. Las discusiones de la Comisión. 
b. Límites de la normativa. IV • LA PERSONALIDAD DE LA IGLESIA. 
a. La «Lex Ecclesiae fundamentalis ». b. La sociedad jurfdica perfecta. c. Un 
nuevo modelo teológico. V. LA PERSONALIDAD INTERNACIONAL. 
a. Una carta del Romano Pontífice. b. La unidad de acción. VI • CON-
CLUSIÓN. 
1. INTRODUCCIÓN 
El canon 100, § 1 del Codex Iuris canonici de 1917 disponía: 
«Catholica Ecclesia et Apostolica Sedes moralis personae ra~ 
tionem habent ex ipsa ordinatione divina». La Iglesia Católica y la 
Sede Apostólica son personas morales por la misma ordenación di~ 
vina. 
Entre los dos Códigos, aquél del 1917 y el nuevo de 1983, 
dista todo un desarrollo de la teoría general de la personalidad moral 
o jurídica, que a comienzos del siglo comenzaba a esbozarse, arras~ 
trada por la doctrina civil. Media una nueva visión y exposición de 
la Iglesia; un entero Concilio como el Vaticano II que ha traído una 
profunda renovación eclesial. Media un cambio en el talante, en el 
modo de actuar de la Iglesia; una presentación del Cuerpo místico 
de Cristo radicada en la dignidad de la naturaleza humana y de la 
condición de fiel. Media una doctrina eclesiológica a la que debe 
ajustarse el Código. Media, en la sociedad humana; un convulso 
siglo XX con ansiedades nuevas, con tecnologías revolucionarias, 
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con ideologías que han amenazado destruir al hombre, con un ma~ 
terialismo dialéctico y práctico a ultranza. Media, el paso a una era 
nueva que viene caracterizada, entre otros, por la pérdida del ju~ 
ridicismo. 
Entre los dos Códigos, la personalidad de la Iglesia no ha 
cambiado una sola palabra en su expresión normativa: 
«Catholica Ecclesia et Apostolica Sedes, moralis personae ra~ 
tionem habent ex ipsa ordinatione divina» (canon 113, § 1 del Códi~ 
go vigente) l. 
La identidad de la formulación plantea una serie de cuestiones 
que podríamos resumir en los siguientes puntos: 
a) La recepción de la personalidad no · física en el Código y la 
formación del concepto jurídico con las notas y límites que le ca~ 
racterizan. 
b) La personalidad jurídica en el Código vigente y la quiebra 
terminológica y nocional que supone la inclusión de la personalidad 
moral en el c. 113, l. 
c) La personalidad moral de la Iglesia y la Sede Apostólica 
recogía, en el viejo Codex, uno de los conceptos fundamentales del 
tradicional ius publicum: el de la sociedad jurídica perfecta, hoy 
superado. 
d) La reflexión del significado de la norma, en las nuevas 
coordenadas eclesiológicas de fundamentación del actual Código, 
nos sitúa en los presupuestos jurídicos de la acción institucional de 
la Iglesia, al menos en el campo de las relaciones con los Estados y 
las sociedades civiles. 
La exposición de estos puntos debe conducirnos tanto al ele~ 
mento teleológico de la norma, como a su origen y significado. 
1. Gran parte de los comentarios que aparecieron a propósito de la promulgación del 
Código de Derecho Canónico de 1983 tocan de modo muy somero el canon 113, §1. En 
muchos casos, se limitan a señalar el paralelismo con su precedente de 1917. Así, J. 
GAUDEMET, Reflexions sur le Livre 1 «De normis generalibus» du Code de Droit Canonique de 
1983, en Revue de Droit Canonique 34 (1984) p. 106, escribe que este canon "dont il se 
borne a recopier les termes». 
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11. LA RECEPCIÓN DE LA PERSONALIDAD EN DERECHO CANÓ-
NICO 
En materia de personalidad, la doctrina jurídica civiP sirvió de 
punto de referencia a la codificación canónica. Esto no quiere indi-
car que las categorías de un ámbito fueran automáticamente toma-
das para la construcción e interpretación del derecho de la Iglesia. 
El de la sociedad civil y el canónico son ordenamientos diversos que 
regulan realidades bien distintas. Pero, en cuanto instrumentos, con 
las respectivas peculiaridades, las técnicas jurídicas pueden, y de 
hecho operan en el derecho civil y en el canónico. 
a. La doctrina civil 
No' es oportuno entrar ahora en el complejo debate doctrinal 
que ha surcado el proceso de formación del concepto de la persona-
lidad de entes no físicos; sin embargo, se puede concluir que, cons-
tituyéndose este concepto como una figura jurídica, está basada en 
una realidad social, con una exigencia de relevancia jurídica que el 
derecho no puede desconocer3• El marco en el que se mueve la 
2. Para una exposición del desarrollo histórico doctrinal de la persona jurídica, cfr. F. DE 
CASTRO, La persona jurídica, Madrid 1984, que recoge, entre otros trabajos, Formación y 
deformación del concepto de persona juridica (Notas preliminares para el estudio de la persona 
jurídica). Cfr. también, para el contenido sustancial de la figura, J. L. DE LOS Mozos, La 
evolución del concepto de persona jurídica en el Derecho español en Derecho civil. Método, sistemas 
y categorías jurídicas, Madrid 1988 pp. 239-262¡ J. CASTÁN, Derecho civil español, común y 
foral, 1-2, Madrid 1987¡ L. DÍEZ-PICAZO, A. GUYÓN, Sistema de derecho civil, I, Madrid 1989; 
M. BASILE, A. FALZEA, voz Persone giuridiche (diritto civile) en Enciclopedia del diritto, 33, 
Milano 1983. 
3. De Castro observa cómo la personalidad jurídica significa, en última instancia, la 
independencia patrimonial frente a terceros, cfr. F. DE CASTRO, La persona jurídica, a.c., p. 
270. La nueva jurisprudencia, sobre todo la social, se abre a la teoría del levantamiento del 
velo de las sociedades y a la conexión de empresas, evitando el posible fraude que pueda 
facilitarse por el aislamiento patrimonial de las personas jurídicas. El trabajo citado se 
publicó por primera vez en 1972, en la obra Temas de derecho civil, por lo que no pudo 
recoger esta nueva línea jurisprudencial, aunque sí la estudiara en el sistema anglosajón. Lo 
que queremos resaltar no es tanto el contenido patrimonial que está en la base de la persona 
jurídica, cuanto la capacidad de individuación con las características de unidad interna e 
incomunicabilidad externa, aunque en grados diversos, que condicionan su tratamiento 
jurídico independiente. 
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doctrina civil es el positivo, como un elemento en el que se conju, 
gan los demás elementos de la personalidad4:no se prevé la posibili, 
dad fuera del ordenamiento. Se reduce así la persona jurídica al 
sujeto de derecho. 
En definitiva, se debe reconocer que el concepto de persona 
jurídica designa entes con capacidad jurídica y de obrar dignos de 
una protección jurídica igual -análoga- a la atribuida a la persona 
natural. Este uso se extiende también al tráfico internacional, a las 
leyes internas y los tratados, a las organizaciones internacionales5, 
aunque la misma amplitud de los sujetos que intervienen hace difícil 
la descripción y determinación de los mismos: si difícil resulta de ter' 
minar el concepto de personalidad en la doctrina civil referida a 
fenómenos internos de un ordenamiento, la tarea se hace más ardua 
en el campo internacional. Baste indicar la falta de un derecho 
uniforme, para encontrarnos desprovistos de un bastión fundamental 
de la persona jurídica interna6• 
4. Castán, definiéndola como entidad para la realización de los fines colectivos y dura-
bles de los hombres a los que el derecho reconoce capacidad de derechos y obligaciones, 
incluye un elemento real, junto al arbitrario de carácter positivo, cfr. Derecho civil ... , O.c., p. 
410. Por otra parte, el elemento positivo o formal estaba presente en los primeros pasos de 
la persona ficta. Sinibaldo de Fieschi concibe que el origen inmediato y próximo de la 
personalidad jurídica viene bien de una disposición legal que la concede a las asociaciones 
que caen dentro de los supuestos provistos en ella, bien de una autorización particular de la 
autoridad: «consensus eius qui ius dicit in terra illa; consensus superioris aucthoritas princi-
pis», cfr. S. PANIZO, Persona jurídica y ficción, Pamplona 1975, pp. 255-258. 
5. Así el Tribunal Internacional de Justicia estimó que las Naciones Unidas constituyen 
una persona jurídica de carácter internacional, pues los Estados que la componen tienen el 
derecho de crear una entidad que posea personalidad jurídica objetiva y no solo una perso-
nalidad reconocida tan solo por ellos, cfr. Avis consultatif du 11 avril du 1949, Recueil 1949, 
pp. 178-179. En la Carta de las Naciones Unidas, se afirma su capacidad jurídica para el 
ejercicio de sus funciones y la realización de sus propósitos. El Convenio de privilegios e 
inmunidades de 1946 también afirma que la O.N.U. «tendrá personalidad jurídica interna-
cional» (artículo primero). Tal atribución significa la capacidad de ser titular de derechos y 
deberes internacionales y capacidad de prevalerse de estos derechos por vía de reclamación 
internacional. Igualmente, el Tratado de la Comunidad Económica Europea afirma la perso-
nalidad jurídica de la Comunidad, con capacidad de adquirir y enajenar bienes muebles o 
inmuebles y actuar ante los Tribunales dentro de cada uno de los países firmantes. Y aún 
fuera de los Estados miembros, actúa en el tráfico internacional: comercio, créditos, trata-
dos, etc. 
6. Esto muestra que la subjetividad no coincide necesariamente con la personalidad y, 
por lo tanto, se hace necesaria la consideración de entes jurídicamente relevantes no 
personalizados. De esta forma, «el sujeto de derecho» puede ser referido a la persona física 
y jurídica, «ma puo anche assumere figura e struttura autonoma come punto di vista 
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Con independencia de la distintas elaboraciones doctrinales, 
se hace necesario señalar algunas limitaciones de la doctrina civil. 
Limitaciones que deben tenerse en cuenta para una mejor compren~ 
sión de fenómenos -personalizados o no-'- de atribución jurídico 
canónica. En concreto, queremos referirnos a los siguientes: 
1. En primer lugar, interesa resaltar el carácter instrumental 
de los conceptos jurídicos y, en concreto el de personalidad. La 
persona jurídica es instrumento para que el individuo pueda partici~ 
par en varias actividades sociales; para que las sociedades interven~ 
gan en el tráfico jurídico, para que los fines sociales públicos adquie~ 
ran entidad propia; para la individuación de derechos y obligaciones 
privados o públicos. 
Mediante la técnica de la multiplicación de los centros de 
imputación, se resuelve la atribución de diversas legitimaciones en 
relación cbn los distintos bienes y actividades. El derecho facilita así 
la realización de los intereses hUdlanos. Pero la personalidad no 
emana, mecánicamente, del orden jurídico. La persona jurídica hace 
referencia a un fin y a un objeto de cada uno de los intereses y 
actividades que se dan en la sociedad. El ordenamiento jurídico, en 
base al fin y al objeto, reconoce la personalidad7• Pero ni la persona 
jurídica agota los centros de imputación de efectos jurídicos, ni el 
ordenamiento jurídico contiene todas las personalidades, ni su reco~ 
nocimiento tiene carácter constitutivd. 
prospettivo del diritto oggettivo, sul piano del diritto interno ovvero del diritto i~ternaziona­
le», V. FROSINI, voz Soggetto del diritto, en Nuovo Digesto italiano, 17, Torino 1970. Puente 
Egido, refiriendo la complejidad de! nuevo derecho internacional, escribe: «hoy no se puede 
hablar solamente de esferas de competencia territorial o personal estatales ... Han aparecido 
competencias territoriales o personales que no van referidas a un sujeto originario del 
derecho internacional, sino a una organización», Personalidad internacional de la Ciudad del 
Vaticano, Madrid 1965 p. 3. 
7. Cfr. J. L. DE LOS Mozos, La evolución del concepto ... , o.c., p. 255. 
8. Por una parte, debemos considerar que no todos los sistemas jurídicos acogen la figura 
de la persona jurídica, p. ej . los países escandinavos. Por otra, existen en nuestro ámbito 
jurídico figuras como la herencia yacente, que tan presente estuvo al principio de! discurso 
sobre la persona moral, que no viene considerada como tal, a pesar de ser objeto de derechos 
y obligaciones. La familia no recibe ese tratamiento legal, a pesar de ser fuente y objeto de 
derechos y obligaciones. Incluso bajo e! régimen de bienes gananciales, los bienes adquiridos 
durante e! matrimonio constituyen una unidad patrimonial frente a terceros. 
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2. Desde otro punto de vista, los ordenamientos jurídicos son 
múltiples y, por esto, cada uno está limitadb al ámbito que le es 
propio. La atribución de efectos jurídicos a un centro de imputación 
se verá limitado por el ámbito jurisdiccional del propio ordenamiento. 
Otro campo en el que se ve limitado el ordenamiento jurídico 
es el de la diversidad de órdenes; en concreto, en el ámbito interna, 
cional. Ciertamente, la falta de fuentes de derecho positivo diferen, 
tes al pacticio y, en cierto sentido, a las declaraciones unilaterales, 
ofrece una mayor complejidad. No obstante, cabe afirmar que los 
centros de imputación no dependen de uno solo de los miembros de 
la comunidad internacional, de su ordenamiento interno. Pero tam, 
poco que existan unas reglas fijas para la aceptación o calificación 
jurídica de un determinado centro, ni que todos hayan de tener la 
misma cualificación o competencia9• 
Por otra parte, los distintos órdenes de sistemas jurídicos no 
son compartimentos estancos e incomunicables. Tampoco se pueden 
negar los fenómenos de interconexión de ordenamientos, de forma 
que los centros de imputación jurídica de uno pueden ser reconoci, 
dos -directamente o mediante un procedimiento específico- por 
otro ordenamiento. 
9. Descendiendo a ejemplos concretos, quizá sea más fácil observar los fenómenos indi-
cados. En el seno de la comunidad internacional, hay organizaciones supranacionales de muy 
diversa extensión, con competencias muy variadas, compuestas por Estados, pero distintas de 
ellos, con vida jurídica propia. Pero no todos los Estados pertenecen a todas las organizacio-
nes, ni siquiera a las Naciones Unidas. También hay organismos que no se componen de 
Estados: la Cruz Roja o la Media Luna internacional. Hay organizaciones supranacionales 
sectoriales, algunas de ellas en el marco de otra más general (FAO, UNESCO), etc. Una 
parte de la doctrina jurídica ha querido establecer un paralelismo entre el derecho interno y 
el internacional. Según esta teoría, la personalidad de derecho interno da origen y condicio-
na la existencia de los sujetos de derecho internacional. De este modo, se identifica la 
subjetividad internacional con la institución o ente descrito y regulado en el derecho 
interno. En este sentido, cfr. B. CONFORTI, Lezioni di diritro intemazionale, Napoli 1985, 
especialmente pp. 12-6. Y esto, cuando se trata de Estados, de Organizaciones internaciona-
les o de la Iglesia. Sin embargo, la doctrina más reciente niega tal identificación. Aunque 
reconociendo que los sujetos de derecho internacional existen en el mismo, no regula la 
subjetividad. Según esta teoría, la subjetividad internacional viene por la simple idoneidad 
material para realizar los comportamientos contemplados en las normas del derecho interna-
cional. Un análisis de las dos posiciones doctrinales puede encontrarse en S. FERLITO, 
L'attiviuz intemazionale de/la Santa Sede, Milano 1988 pp. 54-93. Desde un punto de vista 
diverso, referido a la Iglesia, cfr. L. SPINELLI, G. DALLA TORRE, Il diritto pubblico ecclesiastico 
dopo il Concilio Vaticano Ir, Milano 1987 pp. 150-160. 
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3. Es estrecha la vinculación entre los conceptos de personali~ 
dad y capacidad. En el fondo, el problema latente, es el de positivi~ 
zación y control de los centros de atribución de efectos jurídicos, 
como demuestra el desarrollo del concepto de personalidad. Se llega 
así a la confusión de la personalidad en el término más amplio de 
capacidad 10. Con esta solución se consigue un efecto de seguridad 
jurídica que se traduce en el mayor control de los titulares del 
ordenamiento sobre los fenómenos jurídicos supraindividuales ll • 
Obtenemos así que, en la doctrina civil, la plenitud de la 
capacidad viene por el reconocimiento autoritativo. De esta forma, 
la clave del ejercicio de los derechos se resuelve en términos de 
poder jurídico, sin el cual nada existe o solo en la medida en que 
éste lo permita. 
Capacidad y sujeto de derecho son términos más amplios que 
el de persona jurídica. A la vez, la personalidad rebasa los límites 
del ordenamiento que leda vida formal. De ahí deriva la flexibili~ 
dad obligada de los sistemas jurídicos para admitir fenómenos de 
personalidad extraños a ellos. Fenómenos que indican por sí mismos 
la existencia de capacidades jurídicas fuera del formalismo positi~ 
vista. 
b. La formulación del concepto en derecho canónico 
Cuando se promulga el Motu Proprio Arduum sane munus con 
el que se instituye la comisión de cardenales presidida por el Papa 
que unificaría el derecho entonces vigente, el concepto de persona 
moral aún no era universalmente aceptado en la doctrina canónica 12. 
10. Cfr. J. L. DE LOS MOZOS, La evolución del concepto ... , o.c., pp. 246-247. 
11. Lo Castro describe el concepto de «sujeto de derecho» elaborado por la ciencia 
jurídica civil contemporánea como desprovisto de un contenido sustancial, convertido en un 
instrumento formal en las manos del legislador. Cfr. 1 soggetti «artificiali» di diritto nella 
dottrina canonica contemporanea, en Itinerari modemi della persona giuridica. Quademi Fiorentini 
12/13 (1982-83) p. 815. 
12. Prueba del poco arraigo de la noción es un voto manuscrito, sin firma ni fecha, 
atribuido a Wernz que afirma, en el folio 16, al examinar el Schema de 1912: «Tota haec 
quaestio depersonis moralibus et iuridicis nondum videtur satis ex professo tractata». El 
contenido de dicho voto, como el de Lombardi, manifiesta las tensiones en las que se 
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Muestra de la incipiente elaboración doctrinal sobre las perso~ 
nas morales es la terminología utilizadalJ • Persona moral y jurídica 
eran conceptos equivalentes en el Código, según una parte impor~ 
tante de la doctrina: Onclin no duda en identificarlos: personas 
jurídicas son erigidas ad nornuzm canon 100 y se llaman personas 
morales14• Así lo afirman igualmente Lombardía, Morsdorf, Lo Cas~ 
tro, Ottaviani, Wernz, Michiels, entre otros. 
El Código de 1917 termina adoptando la solución de identifi~ 
car los conceptos de personalidad y sujeto de derecho, así como la 
constitución de personas morales por prescripción del derecho y no 
solo per fornuzle decretum del superior competente. Respecto a la 
Iglesia, el mantenimiento de la propia personalidad erga omnes influ~ 
yó evidentemente en la formulación de su personalidad moral. Las 
dificultades históricas por las que atravesaba en sus relaciones con 
los Estados, justificaron el reconocimiento de la personalidad moral 
de la Sede Apostólica. Y, no teniendo mayor autoridad en la tierra, 
se acudió al cielo para su constitución: ex ipsa ordinatione divina. 
Pero no fue éste el factor decisivo. Más importante fue la 
defensa de un principio de naturaleza teológica: reconocer la perso~ 
nalidad propia, independiente de cualquier potestad temporal o ci~ 
desarrolla el debate en el seno de la comisión preparadora de los esquemas. Cfr. Lo CASTRO, 
Persona/itil morale e soggettiliitil ne!Diritto Canonico, Milano 1974 p. 36, nota 26. 
13. La doctrina aún hoy no es uniforme en la terminología, como hemos repetido, 
empleando indistintamente una u otra expresión. Sin embargo, la coherencia terminológica 
es un grado de solidez en las leyes que regulan la materia. El Código recogió generalmente 
la expresión «persona moral», sin embargo, en tres cánones utiliza la de «persona jurídica .. 
(ce. 687, 1498, §1 y 1495, § 2) y otras veces ens iuridicum o también corpus moralis. Puede 
observarse que los cánones 1409 y 1410 califican como entes jurídicos a los beneficios, que 
son expresamente enumerados entre las personas morales por el canon 99. Por su parte el 
canon 2255, § 2 parece pensar en los antiguos collegia o entes cuya personalidad no es sino 
la suma de las personalidades físicas de sus componentes. El mismo término persona moralis 
tenía una función múltiple. Además de indicar la personalidad, es utilizada como expresión 
lingüística. Es un «etcétera» que sustituye fenómenos de imputación no expresamente elen-
cados (canon 2332), o agrupa varios entes (c. 536, § 1), o designa todo ente impreciso 
diverso de la persona física (c. 451, § 1). 
14. W. ONCLIN, De personalitate morali lie! canonica en Acta conlientus internationalis 
canonistarum, Citta del Vaticano 1970, p. 124. Este autor señala que no toda la doctrina 
asimila ambos conceptos, pues a veces se ha querido indicar con «personalidad moral .. una 
cierta capacidad jurídica, mientras que «personalidad jurídica» se reserva a la capacidad para 
, adquirir bienes, es decir a la capacidad patrimonial. El mismo establecerá una distinción 
conceptual entre ambos términos, si bien desde una perspectiva de lege ferendae. 
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vil: es decir, para reafirmar la autonomía e independencia de la 
Iglesia. Ex iure divino, la Iglesia se constituye en persona. Los demás 
entes adquirirán dicha personalidad en ella. La propia Iglesia se ve a 
sí misma como institución originaria, instituida por Dios, que comu, 
nica su aspecto institucional, societario, a las iglesias locales y a cada 
uno de los entes canónicos en ella incluidos, que el canon 100 
llamaba inferiores15 • 
La jerarquización de las personas jurídicas es un eco de la 
personalidad adoptiva de que hablara Cavagnis16, reflejo de la ecle, 
siología dominante hasta el Vaticano n. La personalidad, como ca, 
tegoría filosóficoteológica corresponde esencial y propiamente a la 
Iglesia, Cuerpo místico uno e indivisible de Cristo, subsistente por la 
expresa voluntad de Dios. A los demás entes, les corresponde per 
accidens, por participación. Y -en cuanto participada- dependien, 
te, subordinada y debida a la voluntad de la misma Iglesia. La 
distinción entre las personas morales menores y la propia Iglesia 
radica en el origen. La procedencia jurídico divina implica que estos 
entes no tienen una personalidad eclesiástica. A la vez, en la lógica 
codicial, no se les puede negar la personalidad, porque son sujetos de 
derechos, fuente de relaciones jurídicas, detentores de la misión de 
la Iglesia y administradores con capacidad judicial, legislativa y eje' 
cutiva. 
Por lo que respecta a los entes inferiores, el dato jurídico 
positivo no avala ninguna teoría determinada, al contrario parece 
justificar más de una. El influjo de la ciencia jurídica civil, unida a 
la tradición canónica de admitir corpus y universitas, determinó la 
racionalización sistemática de los centros de imputación de efectos 
jurídicos. Así el Codex solamente distinguió la persona física y la 
persona moral. 
En el Código de 1917, no se consideró oportuno definir la 
. noción de persona jurídica. De un lado, se prefiere la denominación 
15. Cfr. J. MALDONADO, La significación histórica del Derecho Canónico, Pamplona 1969, 
p.39. 
16. F. CAVAGNIS, Institutiones iuris publici Ecclesiastici, Roma 1906 p. 46. Cavagnis, antes 
de la promulgación del primer Código, afirmaba que la persona jurídica puede ser perfecta o 
imperfecta. Es perfecta si en su propio orden es suficiente y autónoma. 
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«persona moral», tomado de la escuela racionalista del Derecho 
natural, por influjo del ius publicum ecclesiasticum, que adopta ele~ 
mentos culturales de dicha corriente con intenciones apologéticas17 • 
De otro, la técnica utilizada es la de adquisición de personalidad 
por disposición del derecho positivo o a través de una concreta 
concesión por decreto singular de la autoridad eclesiástica compe~ 
tente 18 • 
c. Notas sobre la personalidad 
1. En los sistemas jurídicos de corte napoleónico, se ha seguido 
una noción amplia de la persona jurídica. El ordenamiento ofrece un 
espectro de entes colectivos, distintos de los individuos que lo com~ 
ponen; y de entes patrimoniales con vida propia en el tráfico social. 
Cuando estos entes se adaptan a las notas características que se 
delinearon para la persona jurídica, se dicen perfectas; cuando algu~ 
na de las notas no se adapta o lo hace en modo deficiente, estamos 
ante la persona jurídica imperfecta. En este último caso, la energía 
patrimonial y de gestión dependen del Estado o de los particulares, 
17. Cfr. P. LOMBARDÍA, Lezioni di Diritto Canonico, Milano 1985, pp. 81-83 Y 185; A. DE 
LA HERA, CH. MUNIER, Le droit publique ecclésiastique a travers ses definitions, en Revue de 
Droit Canonique 14 (1964), p. 53. 
18. En este sentido, se expresa R. NAZ: «La personne morale est une entité juridique qui 
fait qu'elle est dans I'Église un sujet de droits et d'obligations; groupe de personnes ou masse 
de biens, qui est considérée comme una personnalité autonome ... La création de la personne 
morale qui n'a pas son origine dans le droit divin résulte d'un acte de l'autorité publique. 
Ainsi une associatión n'existera en tant que personne que par un acte de l'Éveque», voz 
Personnes morales d'aprés la réglememation du. Code, en Dictionnaire de Droit Canonique, 6, 
Paris 1957. No corresponden al canon 99 ni la Iglesia ni el Estado. Y respecto a las personas 
en la Iglesia se admite que no hay persona moral sin reconocimiento de la autoridad 
eclesiástica, en razón de su ser sujeto de derecho en relación al fin sobrenatural de la Iglesia. 
De esta forma, «ut ex c. 100 apparet, Ecclesia pro sua vita sociali admittit doctrinam, quam 
catholici reiicere solent pro vita civili», L. BENDER, Normae generales de personis. Commenta-
rius in canones 87-106, Roma-Parigi-New York-Tournai 1957 p. 147. Para justificarlo, los 
autores dependientes de! Código de! 17 consiguieron medir con distinto rasero al Estado y 
la Iglesia. Cfr. W. BERTRAMS, De origine personae moralis in Ecclesia, en Periodica 36 (1947) 
pp. 179-180; X. WERNZ, P. VIDAL, Ius canonicum, n. De personis, Roma 1943, pp. 33-34. 
Otros autores, en e! mismo sentido: Maroto, Bertrams, Michie!s, Caviglioli, etc. Cfr. G. Lo 
CASTRO, 1 soggetti «artificiali» ... , o.C., pp. 788-793. 
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pero tienen una regulación propia, un comportamiento jurídico pe, 
culiar19• 
En el derecho canónico, nos encontramos con un concepto de 
persona jurídica apto para englobar determinados entes colectivos, 
pero sin agotar la catalogación de todos los posibles. La riqueza y 
variedad de la vida social no pueden encerrarse en los estrictos 
límites conceptuales y el derecho no puede ser ajeno a esa realidad 
sociológica20 • 
La propia introducción de las personas morales en la normati, 
va codicial nos indica no tanto una falta de homogeneidad termino, 
lógica, cuanto la imposibilidad de englobar fenómenos tan dispares. 
2. La personalidad del Estado ha estado en la raíz de la forma, 
ción de este concepto jurídico. Pero su definición implica el intento 
de someter el poder público a la ley. A la vez, la autoridad estatal ha 
utilizado la técnica como instrumento de control de los fenómenos 
colectivos de los ciudadanos. En ambos casos, resalta la misma idea: 
la personalidad jurídica implica un sometimiento al derecho en el 
19. De Castro distingue la persona jurídica perfecta de la imperfecta. Perfectas son 
aquellas conformes a los modelos con los que se construyó la figura: en derecho público, por 
ejemplo el Estado y los municipios; en derecho privado, his asociaciones, fundaciones, etc. 
Son imperfectas, las que tienen ciertas características asimiladas a las anteriores: en derecho 
público, los entes autónomos, cajas, empresas nacionales; en derecho privado, las asociacio-
nes civiles, las colectivas y comanditarias mercantiles. Las primeras tienen vida independien-
te, separación completa de su patrimonio y no están afectadas por el cambio o estado de sus 
miembros. Gozan de capacidad de sujeto de derechos y obligaciones, participando como tal 
en el tráfico jurídico por medio de sus órganos. Las segundas no logran independencia 
completa respecto del Estado o respecto de los socios, ni en su gestión ni en su patrimonio. 
Este autor observa cómo la personalidad jurídica significa, en última instancia, la indepen-
dencia patrimonial frente a terceros. El sujeto así catalogado tiene carácter y entidad propia 
precisamente por su relevanciá económica, a la que se simplifica su actuar y su ser mismo. 
Esta consecuencia ha facilitado la inflación de la figura jurídica. Y añade: «La energía 
intrínseca de la persona jurídica, se ha visto en el aislamiento de su patrimonio, respecto al 
que tendrán condición de terceros los patrimonios de sus miembros. Bautizar de persona 
jurídica una organización cualquiera, llevaría siempre consigo el efecto mágico, la irrespon-
sabilidad personal de quienes la manejan y se aprovechan de ella; respecto de los actos y de 
las deudas que contraigan en nombre de ella», F. DE CÁSTRÓ, La persona jurídica, o.c., p. 270. 
20. Sobre la realidad subyacente a la formulación jurídica de los sujetos en el ordena-
miento canónico, G. Lo CASTRO, Il soggetto e i suoi diritti nell'ordinamento canonico, Milano 
1985, pp. 152-171. También, referido al Schema de 1980, M. CONDORELLI, Considerazioni 
problematiche sul concetto e sulla classificazione de/le persone giuridiche nello schema «de populo 
Dei», en Il Diritto Ecclesiastico 91 (1980), pp. 446-458. 
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que nace y se desarrolla. El margen de autonomía y las posibilidades 
de control autoritativo varían según las coordenadas jurídico políti, 
cas, pero, siempre, supone un cuadro normativo que delimita la vida 
y actuación de las personas jurídicas. 
Dentro del ordenamiento canónico, ya desde el Código de 
1917, el sometimiento de los entes personalizados al derecho ha sido 
el criterio racionalizador de esta materia. De ahí la necesaria inter, 
vención de la autoridad eclesiástica en la vida jurídicamente relevan, 
te, en la constitución de la persona no, física. Lo que escapa a dicha 
intervención puede tener, en el vigente sistema canónico, una exis, 
tencia real, pero su contenido jurídico se limita a la suma de los 
derechos, obligaciones y facultades de los individuos. 
3. En el proceso de formación del concepto de personalidad se 
observa la aplicación a distintos fenómenos de derecho público y 
privado. Un acercamiento al sentido jurídico público de la persona 
moral deja entrever, al menos, dos aspectos diversos cuando se 
aplica al titular del interés y poder públicos. 
En primer lugar, se trata del complejo organizativo de carácter 
unitario, personificador de la organización eclesiástica -o estatal 
(administración pública), en su caso-, personalidad única con va, 
riadas funciones. La organización eclesiástica -como la administra, 
tiva estatal- se sirve de la técnica jurídica de la personificación 
como soporte de sus poderes y funciones, como centro de atribución 
de los actos propios y núcleo de responsabilidades derivados de ellos21 • 
En segundo lugar, el ente jurídico,público (país, organismo, 
Iglesia) es miembro de la comunidad internacional y, paralelamente, 
centro de atribución de efectos jurídicos en ese ámbito. Desde esta 
perspectiva, es sujeto del derecho, conceptuando sus relaciones con 
los otros sujetos como de derecho internacional. La Iglesia, de forma 
variada a lo largo de la historia, desde la paz de Constantino, ha sido 
21. Cfr. E. LABANDElRA, Tratado de Derecho Administrativo Canónico, Pamplona 1988, 
pp. 62-67. Para el ordenamiento estatal, cfr. R. ENTRENA, Curso de Derecho Administrativo, 
l, vol. 1, Madrid 1986, pp. 186-190 y vol. 2, Madrid 1983, pp. 252-255. 
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considerada sujeto de derecho internacional y sus relaciones con los 
Estados se desenvuelven en ese ámbito22 • 
4. El Estado tiene una capacidad autonormativa, regulando su 
organización, su actuación, los principios de derecho que regirán su 
vida, etc. El propio ordenamiento contempla la modificación de las 
normas, aun las de carácter jerárquicamente superior. La ley estable' 
ce los mecanismos de control de la actuación de los poderes públi, 
cos, su formación y las responsabilidades en que puedan incurrir en 
su actividad. La llamada Administración del Estado personifica al 
propio Estado y esta sometida al derech023 • 
La Iglesia tiene su propio derecho, por el que se regula. El 
mismo Código establece los modos de funcionamiento, erección y 
actuación de distintas instancias de gobierno. La elección del Roma, 
no Pontífice viene regulada por la ley y también la convocatoria del 
Concilio Ecuménico y los modos extraordinarios por los que discurre 
la colegialidad. El derecho en la Iglesia es manifestación de su capa' 
cidad autonormativa. El gobierno eclesiástico está sometido a la ley 
y existen mecanismos de control en vía administrativa y Judicial. El 
poder público en la Iglesia es susceptible de estructurarse en perso, 
nas jurídicas y el Código reconoce algunas de ellas. 
5. El elemento constitutivo de sujeción al ordenamiento se 
entiende solo dentro del' propio sistema jurídico. Cuando se hable de 
sometimiento del Estado al derecho se quiere indicar la supremacía 
de la ley frente al poder público. Pero el Estado es la base previa al 
ordenamiento jurídico por la que adquiere sentido y eficacia. Es el 
fenómeno que le da vida, siendo más amplio que el derecho interno. 
La Iglesia no es creación del derecho. Su constitución es divi, 
na y adquiere sentido en la voluntad fundacional de Cristo. El 
22. Cfr. P. BARILE. Istituzioni di diritto pubblico. Padova 1987. pp. 30-35; S. FERLITO. 
L'attillitit intemazionale ...• o.c .• pp 11-20; P. LILLO. Concordato ... Accordi» e "Intese» tra lo 
Stato e la Chiesa cattolica. Milano 1990 p. 52; L. SPINELLI. G. DALLA TORRE. 11 diritto pubblico 
ecclesiastico dopo il Concilio Vaticano lI. o.c .• pp. 141-158. 
23. Así. la Administración pública constituye. en España. una única persona jurídica. 
igual que en Italia. donde el Estado es personalidad unitaria de la entera organización . 
pública. Sin embargo. no es la única solución técnica: en Inglaterra. el Estado no es persona 
jurídica. Sí lo son la Corona y el Parlamento. 
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derecho de la Iglesia está al servicio de la misma, pero no es omni~ 
comprensivo de la realidad a la que se refiere. 
No se identifica la personalidad de derecho interno con la de 
derecho internacional24• A éste, solo interesa la unidad de hecho, 
fruto de la causalidad histórico · social, que se presenta como ente 
real, como un dato preexistente al ordenamient025• 
6. Para cerrar este apartado, es oportuno señalar cómo se 
entrelazan elementos de diversa naturaleza. Las doctrinas eclesioló~ 
gicas y su traducción canónica, los conceptos jurídicos tomados de 
la dogmática civil e internacional y el interés por reclamar la propia 
posición son factores que se confunden y se utilizan indiscriminada~ 
mente. Estos tres elementos quieren afirmar la situación de la Iglesia 
en la sociedad civil, pero distinguiéndose de ella. Se mezclan los 
planos interno e internacional, los campos jurídico y pastoral, la 
técnica jurídica y la apología. 
Esto es incorrecto. Si el Código, refiriéndose a la Iglesia 
católica, hubiera pretendido afirmar la catalogación como persona 
jurídica, de derecho canónico, interno, de naturaleza pública, bas~ 
taba con enunciarla. Así aparece en el Código vigente para la 
Iglesia particular. Y así ha regulado su propia estructura organiza~ 
tiva y su actuación. El lugar oportuno del canon hubiera sido el 
Libro 11. Por otra parte, no hubiera hecho falta recurrir al derecho 
divino. Como no ha hecho falta al hablar del Romano Pontífice y 
la Jerarquía. 
24. «Una cosa e la persona giuridica di diritto interno e cosa diversa e l'ente soggetto di 
diritto internazionale che ad essa' piu o meno corrisponde: si tratta di enti ben diversi e 
distinti, perché gli uni sono enti giuridichi, gli altri enti reali, dati per l'ordinamento inter-
nazionale», S. FERLITO, L'attivita. internazionale ... , o.c., pp. 58-59. 
25 . Cfr. G. ARANGIO-RUIZ, Gli enti soggetti dell'ordinamento intemazionale, Milano 1951, 
pp. 373-377, citado por S. Ferlito, o.c., pp. 57-58. Este último autor comenta que la 
coincidencia entre personalidad jurídica y subjetividad se rompe en el plano del derecho 
internacional. Sin embargo, opinamos que, una vez desprovistos del dato positivo delimita-
dor de la calificación personal, no hay razón para separar ambos conceptos, aunque la 
capacidad de cada ente varíe según los casos. En este caso, se produce un alargamiento de 
la personalidad hasta confundirse con la subjetividad; es el fenómeno opuesto al que se 
desarrolla dentro de un ordenamiento, en el que la subjetividad se estrecha hasta recondu-
cirse a la personaliJad. 
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Si el Código, por el contrario, afirma la subjetividad interna~ 
cional, son innecesarias las referencias a la sociedad suprema y per~ 
fecta, a los derechos originarios, etc . 
. 111. LA PERSONALIDAD JURÍDICA EN EL CIC 1983 
a. Las discusiones ·de la Comisión 
De la lectura de las actas, relaciones y noticias publicadas en 
la revista Communicationes con referencia al estudio de los cánones 
sobre la personalidad jurídica, podemos entresacar· dos ideas para 
nuestro estudio: una sustancial, la otra nominal. 
Sustancial es la aportación de notas que definen la persona 
jurídica según el coetus studiorum. Estas notas aparecen ya en la 
primera sesión de estudio sobre este tema, del 9 al 12 de diciembre 
de 196726 • 
Se expusieron, en primer lugar, las bases doctrinales sobre la 
personalidad, comenzando por la misma noción de persona jurídica 
o moral en general, y en derecho eclesiástico, en particular. Se 
intenta así ofrecer unas notas para una noción genérica de la perso~ 
na moral, que pueda servir de instrumentum laboris: sujeto de dere~ 
chos y oficios que no requieran necesariamente una persona física; 
fin determinado; sujeto único e indivisible. En el curso de la discu~ 
sión se añade un elemento descriptivo: la capacidad de tener bienes 
materiales27 • Estas notas son acogidas con muchas reservas, surgien~ 
do el problema del reconocimiento de la personalidad por parte de 
la autoridad eclesiástica28 • 
26. Cfr. Communicationes 21 (1989), pp. 119-136. 
27. Cfr. Communicationes 21 (1989), pp. 148-149. 
28. En la relación pronunciada por Onclin en el I Congreso Internacional de Canonistas, 
De personalitate rnorali ve! canonica, o.c., pp. 121-157, rehusando dar una definición de 
persona jurídica, prefiere describirla como sujeto capaz de obligaciones y derechos canónicos 
-y, por esto, también para adquirir y poseer bienes- que no es persona física. Puede ser 
una asociación de hombres, o un complejo de cosas. Siempre constituidas como sujeto con 
capacidad por la autoridad eclesiástica o, al menos, con su conocimiento. El criterio del 
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Finalmente, a propósito de la distinción entre asociaciones 
públicas y privadas29 , se reafirma una quinta nota: la intervención de 
la autoridad -al constituir o reconocer- para incorporarse a la 
vida jurídica de la Iglesia30• 
Ya en la tercera sesión, explicará el Secretario adjunto que la 
denominación canónica que se ha utilizado pretende distinguir las 
personas jurídicas civiles de las personas canónicas. Por otra parte, 
no se emplea el término «persona moral» porque este concepto es 
más amplio: incluye aquellos entes que tienen personalidad por sí 
mismos, por su propia naturaleza (ex ipsa natura sua) , y los que la 
sujeto de derecho es factor predominante en la configuración de la personalidad jurídica, 
aunque parece admitir la posibilidad de otros sujetos sin personalidad, dependientes del 
derecho natural. Lo que no explicita es la capacidad de estos sujetos y si se constituyen, de 
algún modo, en sujeto de derecho, con anterioridad a la intervención de la autoridad. 
Huyendo del positivismo, distingue dos planos diversos: el sociológico y el jurídico. En el 
primero, se dan fenómenos previos a cualquier calificación jurídica, lo cual compete a la 
autoridad constituida en una determinada sociedad. En la persona moral, no hay interven-
ción de la autoridad, pues pertenece al ámbito de autonomía de la persona, expresa90 o no 
en derechos subjetivos o libertades públicas. La persona jurídica, por su parte, incide 
directamente en el ordenamiento, por lo que necesita un control objetivo por parte del 
mismo. 
En la misma sede, Lombardía afirmó la existencia de entes morales previos a la positiviza-
ción. Algunos entes pertenecen al elemento constitucional de la Iglesia: por ejemplo, la 
misma comunidad de todos los fieles, el conjunto de fieles que constituyen una Iglesia 
particular, el presbiterio de la misma, o el Colegio Episcopal. Por otra parte, hay entes que 
dependen de derechos fundamentales en la Iglesia, como el de asociación, cfr. Persona 
jurídica en sentido lato y en sentido estricto, en Acta conventus internationalis canonistarum, o.c., 
pp. 163-183. También en los trabajos de elaboración insistirá sobre este punto, en oposición 
a la tendencia positivadora que se abría paso. 
Gismondi ha puesto de relieve que la teoría de Onclin lleva a la negación práctica de los 
entes morales. Los principios de derecho natural, dice citando al profesor belga, son reglas 
morales, no jurídicas; cfr. Iglesias y comunidades eclesiales acatólicas en los recientes decretos 
conciliares, en Ius Canonicum 5 (1965), pp. 385-400, el artículo interviene directamente en 
la polémica sobre la personalidad -sobre todo física- en el ordenamiento canónico. Efec-
tivamente, el Secretario adjunto de la Comisión escribía: «Ordinis iuridici non est omnia 
sancire officia moralia, ne officia quidem iustitiae; ea tantum praescripta moralia ordine 
iuridico positivo confirmari ac sancire debent quae bono communi societatis sancita requi-
runtur, quippe quae huic bono communi necessaria aut saltem utilia inveniantur», W. 
ONCLIN, Considerationes de iurium subiectorum in Ecclesia fundamento ac natura, en Ephemeri-
des Iuris Canonici 8 (1952), p. 9. 
29. Las primeras tienen personalidad ipso iure, o por decreto formal de la autoridad 
competente. Las segundas, una vez reconocidas formalmente. 
30. La Comisión no se plantea en este momento la intervención o no de la autoridad 
eclesiástica, sino el grado y modalidad en la que se desarrolla. 
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adquieren por concesión de la autoridad eclesiástica3'. En la discu, 
sión, reafirma Onclin la necesidad ad validitatem de la concesión de 
la personalidad jurídica por escrito de la autoridad, como consecuen, 
cia de su carácter constitutivo. 
A continuación, se estudia el canon 100 del Código de 191732 • 
. Lombardía manifiesta su parecer contrario a que se mencione la 
Iglesia para aplicarle la técnica jurídica de la personalidad. La Igle, 
sia, dirá, por institución divina es Cuerpo místico de Cristo, Sacra, 
mento de salvación, congregación de los fieles. A la petición de un 
consultor para que se reconozca personalidad moral, por derecho 
divino, a la Iglesia, a la Sede Apostólica y al Colegio Episcopal, el 
Secretario adjunto responde que no debe declararse la institución 
divina de la Sede Apostólica, siendo una cuestión disputada: hay 
quien piensa que la potestad se entregó a Pedro y a los demás 
Apóstoles como personas singulares y lo mismo a sus sucesores33 • 
31. Onclin vuelve a afirmar que la personalidad jurídica viene siempre reconocida por la 
autoridad y, sin su intervención, fuera de las creadas por el derecho positivo, no hay persona 
jurídica. El problema que se plantea es el de las asociaciones de fieles: dependiendo del 
derecho natural de asociación que corresponde a cada fiel, las asociaciones de fieles deben 
ser reconocidas por la autoridad eclesiástica, pero recognitio non est constitutio: son personas 
morales antecedentes a toda legislación civil o canónica y tienen personalidad moral aunque 
no les sea reconocida. Se llama la atención por algunos Consultores sobre la cuestión 
subyacente en la personalidad moral: la tutela de la naturaleza, libertad y derechos de los 
entes legítimamente constituidos, aun cuando no sean reconocidos por la autoridad. La 
solución técnico jurídica que propone es la consideración como sujeto de derechos a tales 
entes. Es decir, reconocer y proteger como centros de imputación jurídica todos aquellos 
fenómenos que tienen relevancia en el derecho por su origen o efectos, aunque no se 
adecuen al concepto de persona jurídica o no se quiera catalogarlos como tal, cfr. Commu-
nicationes 21 (1989), pp. 138-139. 
32. Se propuso entonces la siguiente fórmula: «In iure Ecclesiae, quae quidem ipsa 
divina sua Institutione rationem personae moralis habet, personae canonicae constituuntur 
(vel: constitui possunt), sive ex ipso iuris praescripto sive ex speciali auctoritatis concessione 
per formale decretum data ... ». 
33. Por lo que respecta al Colegio Episcopal, surge la cuestión de su naturaleza jurídica 
colegial. Se apunta que no puede llamarse propiamente colegio en sentido jurídico, según se 
desprende de la Nota explicativa previa de la Lurnen Gentium. La cuestión de la naturaleza 
jurídica del Colegio Episcopal, también planteada en la sesión de octubre de 1971 -cfr. 
Communicationes 22 (1990), pp. 36-73-, no se dirimirá definitivamente en la Comisión 
hasta la novena sesión, los dIas 14 a 18 de febrero de 1972, donde se responde en el mismo 
sentido indicado. No se trata de la condición desigual de sus miembros lo que impide hablar 
de colegio en sentido estrictamente jurídico, sino la propia naturaleza del mismo, tal como 
lo expresa el Concilio, ya que hay colegios compuestos de personas desiguales. Prueba de la 
posibilidad de constituir collegia desiguales es la inclusión de la expresión sive aequali iure 
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Significativa resulta igualmente la opinión que sobre el tema 
expresará, años más tarde, la Comisión encargada de redactar el 
Codex Iuris Canonici Orientalis. La relación del esquema de Código 
oriental de 1980 explica que no se recoge la personalidad moral de 
la Iglesia y de la Santa Sede por tratarse de de una norma de 
carácter externo y, por tanto, innecesaria en una ley de derecho 
interno. Respecto de la Sede Apostólica, además de la razón apun~ 
tada, se justifica en la diferente organización de las iglesias orientales 
respecto a la latina34 • 
b. Límites de la normativa 
Hemos apuntado cómo en los trabajos de elaboración del nue~ 
vo Código se manifestó la oportunidad de no circunscribir los cen~ 
tros de imputación de relaciones jurídicas a la sola personalidad. El 
tenor literal del Código permite pensar que no fue atendida esta 
sugerencia. 
En todo caso, el concepto de perscnalidad, en el ordenamiento 
canónico como en el civil, debe estar al servicio de una multiforme 
realidad social. Entendido en este sentido, se comprende cómo la 
persona física tiene una realidad propia ante el derecho, aunque la 
plenitud de los derechos y deberes básicos pertenezca -aun con las 
limitaciones generales de edad, salud psíquica, etc. - al bautizado, 
según el canon 96. El propio ordenamiento reconoce al no bautizado 
derechos y deberes: puede demandar en juicio (c. 1476), pueden ser 
tutores (c. 98, §2), están sujetos a los impedimentos para contraer 
matrimonio con un católico, etc. Por otra parte, a los catecúmenos 
se les reconoce un estatuto peculiar35 • 
sive non al tratar de la universitas personarum collegialis. Fórmula que fue finalmente recogida 
en el actual canon 115, § 2. Cfr. Communicationes 22 (1990), pp. 74-75. 
34. Cfr. Nuntia 13 (1981), p. 4. Schema canonum de normis generalibus et de bonis 
Ecclesiae temporalibus. Titulus XVIII «De personis et actibus iuridicis». 
35. El Concilio Vaticano 11 decretó que se estableciera un estatuto jurídico para los 
catecúmenos en el Decreto Ad Gentes, n. 14. Sobre la posición jurídica de los no bautizados 
antes de la promulgación del Código, a la luz del Concilio, cfr. A. DEL PORTILLO, Fieles 'Y 
laicos en la Iglesia. Bases de sus respectivos estatutos jurídicos, Pamplona 1981, pp. 235-256. 
Sobre la posición jurídica de los no católicos, a tenor del canon 87 del viejo Codex, cfr. G. 
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El derecho de la Iglesia ha de dar debida respuesta a las 
realidades que operan en la sociedad sobre la que se asienta y 
pretende regular. En este sentido, incorpora un determinado concep~ 
to de persona jurídica, pero no puede desconocer otras realidades 
con derechos y obligaciones propias diversas de las calificadas como 
persona: hemos indicado anteriormente fenómenos asociativos no 
provistos de personalidad, pero también entes dependientes de otros 
ordenamientos: los Estados y sOcledades políticas (c. 3), otras confe~ 
siones religiosas o agrupaciones de ellas; e incluso, al no tener per~ 
sonalidad ipso iure, dentro del propio ámbito, la región eclesiástica 
(c. 433)36. 
Se abre, por tanto, campo la funcionalidad de la técnica jurí~ 
dica ampliándose a esferas de autonomía privada. La nueva norma~ 
tiva prevé, sin agotarlos, la existencia de entes personalizados de 
tipo asoc\ativo o patrimonial constituidos por los fieles particulares, 
por iniciativa privada. No fue indiscutida su introducción: Fagiolo 
señala que fue objeto de estudio en la revisión última coram Sanctis~ 
simum, decidiéndose mantener la distinción, pero con un criterio 
muy estricto37 • 
Junto al aspecto que hemos llamado sustancial, sobre el con~ 
cepto y aplicación de la personalidad jurídica, la Comisión irá pau~ 
latinamente uniformándose en la denominación. En el fondo de este 
aspecto nominal, se encierra, en realidad, todo un complejo entra~ 
mado de conceptos. Ciertamente, el Código de 1983 unifica la de~ 
nominación de persona jurídica para los entes que reunen las notas 
. citadas anteriormente. Pero más allá, quedan otras figuras, no perso~ 
MORÁN, Contribución al estudio sobre los infieles en el Derecho canónico hasta el Concilio 
Vaticano II, en Ius Canonicum 32 (1992), sobre todo pp. 761-769. 
36. No es un fenómeno exclusivo de la Iglesia; Giannini observa que en el ordenamiento 
público estatal actúan, junto a las personas físicas y a las jurídicas, otras entidades que no 
tienen -porque no quieren o no pueden- personalidad jurídica, pudiendo ser incluso 
fundamentales en el organigrama administrativo o de gran importancia efectiva: son centros 
de referencia que tienen presencia necesaria o natural en la colectividad general, cfr. M. 
GIANNINI, Diritto Amministratillo, Milano 1970 p. 115. 
37. "La distinzione tra persone guiridiche pubbliche e private (c. 116) e nuova nel diritto 
canonico. E statoritenuto opportuno lasciarla anche se si sono valutati i rischi, che pero si 
e cercato di contenere con una formula rigorosa». V. FAGIOLO, Il Codice del Postconcilio, 1, 
Roma 1984, p. 64. 
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na física, no persona jurídica, que han recibido tratamiento diverso 
en la Comisión de revisión38• 
IV. LA PERSONALIDAD DE LA IGLESIA 
Onclin había enunciado en su relación ante el Congreso inter~ 
nacional de canonistas del año 1968 las razones por las que conside~ 
raba que la Iglesia no debía ser tratada como persona jurídica. Se 
trata de una sociedad necesaria, junto con el Estado y la sociedad 
internacional, de derecho natural: es una persona moral, no jurídica. 
En el orden interno, la propia persona moral necesaria, no tiene 
personalidad jurídica, aunque sí puedan tenerla sus instancias de 
gobierno. La Iglesia solo depende de la voluntad de Dios, que se 
mueve en un ámbito distinto al del ordenamiento canónico. Por 
tanto no es persona jurídica en su propio sistema jurídico. Esta es la 
explicación que dan los Praenotanda de 1977, que Condorelli consi~ 
dera la mente de la Comisión, y Lombardía solo la opinión de su 
redactor39• 
La cuestión de la personalidad de la Iglesia es un problema de 
ámbitos de aplicación, según el entonces Secretario adjunto de la 
Comisión. La Iglesia católica tiene personalidad moral ante ella 
misma, como realidad existente innegable. No tiene, sin embargo, 
38. En este sentido, es interesante la intervención de Lombardía en el Congreso inter-
nacional de canonistas de 1980, recogido en Persona jurídica pública y privada en el ordena-
miento canónico, en Apollinaris 63 (1990), pp. 13 7 -152, donde recuerda algunos puntos ya 
recogidos en su conferencia del primer congreso (Persona jurídica en sentido lato ... , a.c.). De 
diferente opinión es T ocanel, que en 1980 admitía solo la personalidad jurídica declarada 
como tal; cfr. Il concetto di persona collegiale presso la canonistica moderna, en Apollinaris 63 
(1990), pp. 153-169. Desde el punto de vista de los sujetos de derechos que proceden del 
derecho de asociación de los fieles, cfr. L. F. NAVARRO, El derecho de asociación del fiel, en 
Lex Nova 1 (1991), pp. 164-195; J. LLOBELL, Associazioni non riconosciute e funzione giudizia-
ria, en Monitor Ecclesiasticus 113 (1988), pp. 375-384; C. J. ERRÁZURIZ, La costituzione delle 
associazioni dei fedeli in diritto canonico, en L'elemento associativo nella Chiesa. Atti del VI 
Congresso Internazionale de Diritto Canonico. München, 14-19 september 1987, Sto Ottilien 
1989. 
39. Cfr. M. CONOORELLI, Considerazioni problematiche sul concetto e sulla classificazione 
delle persone giuridiche nello schema «de populo Dei», en Il Diritto Ecclesiastico 91 (1980), 
446-458; P. LOMBAROÍA, Persona jurídica pública y privada ... , a .c. 
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personalidad jurídica porque su constitución, su ser, su fin y sus 
medios le son dados por Dios. No es ella quien se los da, quien se los 
fija, quien determina el modo. Ciertamente, administra los medios 
puestos a su disposición y por eso los regula. Pero, en su esencia, 
dependen de la voluntad divina. Por otra parte, siendo persona 
moral - Onclin añadiría que es sociedad necesaria de orden religio, 
so- su reconocimiento escapa al derecho canónico. 
a. La« Lex Ecclesiae fundamentalis» 
De forma paralela a la revisión del Código de Derecho canó, 
nico, se trabaja en la elaboración de la Lex Ecclesiae fundamentalis, 
que también, desde otra óptica, estudiará la personalidad de la Iglesia. 
El ~chema prior de 1969 la recoge en su último canon con los 
términos que años más tarde utilizarían los Praenotanda al proyecto 
de 1977 del Libro 11. Es decir, como sujeto equiparable al Estado en 
el orden internacional, pero con un objeto diverso, que condiciona 
sus relaciones con aquellos. Puesta en relación con el canon 100 del 
Código de 1917, observamos que, por institución divina, la Iglesia es 
persona moral y es, a la vez, sociedad con potestad suprema en el 
orden espiritual. Sociedad que es persona en el orden internacional, 
en el que coopera con la sociedad civil. No resulta difícil asimilar los 
conceptos de personalidad moral y personalidad de orden suprana' 
cional. Sobre todo, si recordamos la interpretación que hacen los 
-comentadores del texto piobenedictino, a la luz de sus fuentes. 
El textus emendatus de 1970, suprimiendo la razón de la perso, 
nalidad internacional de la Iglesia y su carácter supremo en el orden 
espiritual, sigue afirmando su cooperación con la Sociedad civil en 
el fomento de la justicia, la cooperación y la paz entre los hombres. 
El hecho de que las fuentes citadas sean las mismas que las de su 
inmediato precedente, nos indican cómo las diferencias no son muy 
grandes, aunque cabe resaltar que se abandona la comparación con 
el Estado. En el transcurso de los trabajos de elaboración de la Lex, 
en la sesión novena del grupo, uno de los Consultores propuso que 
se afirmara la personalidad internacional de la Iglesia, explicando la 
razón: «quia omnibus hominibus est destinata». A ésto se opuso 
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Onclin alegando que el motivo de dicha personalidad es otro: «quod 
est societas suprema in ordine spirituali», pues la sociedad interna, 
cional consta exclusivamente de sociedades que son supremas40• 
b. La sociedad jurídica perfecta 
Hemos señalado que cuando el legislador afirma que la Iglesia 
es una persona moral, en 1917 y en 1983, se refiere a su ser sujeto 
de derecho. 
La doctrina canónica anterior al Código de 1917 apunta que 
pueden ser sujetos capaces de derechos las personas físicas y las 
personas morales. Las primeras son llamadas también naturales; las 
segundas son «plurium hominum unio subiectum iuris existens». Y a 
continuación se añade, como consecuencia: «societas autem est: 
"Plurium hominum unio ad eumdem finem communibus mediis con, 
sequendum", quae societas, quatenus est alicuius iuris subiectum, est 
persona iuridica moralis» 41. 
Cuando se afirma que la Iglesia es persona, se está expresando 
que es una sociedad. Así lo ha entendido la doctrina. Por ejemplo, 
Del Giudice la define como «sociedad de los bautizados que profesan 
la misma fe»42, D'Avack la calificará como verdadera y propia socie, 
dad integra143, Ottaviani escribe que «iure divino exsistit Ecclesia 
tamquam societas iuridica» 44. 
Pero no una sociedad «a secas», sino una sociedad jurídica 
perfecta, concepto con el que se ha pretendido asegurar la persona, 
lidad originaria y la autonomía propia de la Iglesia. 
Cuando el Código de 1917 habla de la personalidad moral por 
derecho divino, está haciendo referencia a la soberanía, independen, 
cia y unidad institucional que competen a la Iglesia, o a las conse, 
40. Communicationes 9 (1977), p. 103. 
41. F. CAVAGNIS, Institutiones ... , o.c., p. 6. 
42. V. DEL GIUDICE, Nociones de Derecho Canónico, Pamplona 1965, p. 37. 
43. Cfr. P. A. D'AvACK, Trattato di Diritto Canonico, Milano 1980, p. 4. 
44. A. OTIAVIANI, Institutiones iuris publici ecclesiastici, 1, Citta del Vaticano 1960, p. 142. 
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cuencias jurídicas de la función y prerrogativas que corresponden al 
Romano Pontífice como cabeza de la Iglesia y Pastor universal. 
Por su parte, la doctrina canónica ha entendido que «societas 
perfecta est persona mora lis iure suo, seu habet personalitatem inde~ 
pendenter a legislatoris humani dispositione» 45, definiéndola como 
aquella que teniendo como fin un bien completo en su orden y los 
medios aptos para conseguirlos, es suficiente e independiente, esto 
es plenamente autónoma46 • 
Desde el punto de vista interno, la consideración de la Iglesia 
como sociedad jurídica perfecta conduce a la afirmación de una 
jerarquía propia, de un autogobierno, de una organización de la 
potestad con independencia de cualquier otra autoridad. 
Consecuencia de su institución divina como sociedad perfecta, 
es la detentación de derechos nativos, originarios, igualmente autó~ 
nomos de cualquier otra sociedad. De esta forma, la Iglesia se aplica 
la titularidad subjetiva de situaciones jurídicas dentro de su propio 
45. A. OTIAVIANI. Institutiones .. .. l. O.c .• p. 52. Dentro del mismo número. el 27. en 
nota a pie de página explica su noción de persona jurídica o moral: «ens iuridicum. conside-
ratum ut in se subsistens. cui videlicet competat suum esse et operari tamquam legitimum 
iuris subiectum» que. como se observa. esta formado pensando en el canon 100. § 1. a. 
46. Cfr. F. CAVAGNIS. Institutiones ...• o.c .• pp. 6. 111. 198. etc; Emplea indistintamente 
los términos persona moralis. persona iuridica y persona iuridica moralis. Cappello. después de 
afirmar que la Iglesia es una sociedad jurídica perfecta. afirma su autonomía e independen-
cia. en base a criterios internacionalistas: «Se la Chiesa e una vera societa. ne segue che essa 
al pari di qualsiasi persona fisica e morale ha diritto alla propria conservazione ed evoluzione¡ 
diritto che deve essere riconosciuto non solo dai credenti. ma dagli increduli. dagli atei. dai 
nemici stessi. se pur non vogliano calpestare i principi piu inconcussi della sana ragione e le 
regole piu elementari del ius gentium». Chiesa e Stato. Roma 1910. pp. 75-76. Y Wernz. en 
sus comentarios posteriores a 1917. ratifica: «Qua ordinatione factus est auctor Ecclesiae 
tamquam verae et religiosae et supernaturalis. unicae et universalis. hierarchicae atque 
monarchicae societatis ... Quae Ecclesia cum sit condita "perfecte independens" a potestate 
civili atque "supremum" habeat finem. societas quoque "perfecta" vereque "iuridica et sum-
ma in ordine religioso" existit». X. WERNZ. P. VIDAL. Ius Canonicum. l. Roma 1943 p. 12. 
La doctrina canónica es. antes del Concilio Vaticano II. constante en la consideración de la 
Iglesia como sociedad jurídica perfecta iure divino. con personalidad. por su mismo derecho 
constitutivo. como sociedad jurídica. Y como tal. es sujeto del derecho. es decir. persona 
jurídica. como lo es el Estado. también sociedad perfecta soberana. La base de esta concep-
ción es teológica y lleva a la consideración de que el canon 100. § 1 sanciona formalmente 
la existencia de la personalidad jurídica de la Iglesia en el orden interno y en el orden 
externo. aunque ambos se muestran íntimamente relacionados. 
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ordenamiento como persona pública, en sentido administrativo. Y, 
además, se declara como sujeto de derechos y obligaciones, como 
centro de atribución de efectos jurídicos en la esfera internacional, 
en el mismo plano que los Estados, mediante el concepto de socie~ 
dad jurídica perfecta47 • 
La Iglesia es sociedad formada por una agrupación de personas 
ordenadas a un bien completo, sobrenatural. Para lograr ese fin, 
dentro de su ámbito, tiene todos los medios necesarios. Medios 
autónomos, regulados por normas jurídicas de carácter imperativo, 
que conforman su propia estructura y organización. Es decir, que la 
configuran como institución unitaria. Tiene, por tanto, vida propia 
como ordenamiento jurídico: «ci troviamo di fronte a un'organizza~ 
zione sociale che si presenta come un ordinamento giuridico positivo 
che ha in sé insito el caratte.re della sovranita» 48. La soberanía se 
identifica con la capacidad de gobierno, con el poder: es una capa~ 
cidad de obrar sin más límites que los puestos por él mismo. Inclui~ 
dos en la soberanía se encuentran los conceptos de originariedad, 
autonomía e independencia49 • 
47. Esta teoría es mantenida hoy, entre otros, en L. SPINELLI, G. DALLA TORRE, Il dintto 
pubblico ecclesiastico dopo il Concilio Vaticano JI, O.c., pp. 85-87. 
48. P. A. D'AvACK, Trattato di Diritto Canonico, o.c., p. 198. Y continúa: «per quanto 
la posizione che gli deriva dal proprio diritto, e do tato de assoluta indipendenza e autono-
mia» . Se parte, por tanto, del propio derecho canónico -derecho interno de la 19lesia-
para afirmar una operatividad externa, 
49. Giannini afirma (Diritto amministrativo, o.c., pp. 93-95), desde un punto de vista 
administrativo, que los «ordenamientos generales» como el Estado son originarios porque 
tienen en sí mismos la propia existencia; soberanos, en.sentido interno, por la efectividad 
-incluso con el recurso a la coacción- de sus normas y, en sentido externo, por la no 
sujeción a otro; y absoluto en la medida que determina la relevancia de la actuación de otros 
grupos sociales en él. Sin embargo, estas posturas identifican la soberanía con la capacidad 
de gobierno y reducen el Estado al gobierno del mismo. Así, los entes que operan en el 
derecho internacional serían los gobiernos en primera persona, no como representantes del 
Estado. No nos parece que esta asimilación pueda hacerse de modo automático. Menos aún 
si se tiene en cuenta que el derecho internacional está muy poco positivizado y necesita de 
grandes espacios de autonomía y flexibilidad. Reducir los Estados (sujetos de derechointer-
nacional) a su gobierno implica hacer depender la subjetividad de un derecho extraño al 
internacional (el interno de cada país) sin discernir legitimidades. Incluso cuando se sigue el 
criterio de la efectividad, la titularidad de la subjetividad de los entes se coloca en el 
conjunto de los órganos que lo componen: «sia ben chiaro: di tutti gli organi e non solo degli 
organi del Potere esecutivo o, tanto meno, di quella parte del Potere esecutivo che si occupa 
degli affari esteri», B. CONFORTI, Lezioni di diritto intemazionale, o.c., p. 13. 
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Por tanto, frente al Estado, las relaciones entre ambas socieda, 
des son relaciones entre ordenamientos independientes, autónomos; 
entre sociedades jurídicas perfectas. Estas relaciones solo se dan en 
el ámbito internacional. No están reguladas unilateralmente por una 
de las partes, sino por reglas que están por encima de la propia 
autonomía, aun respetándola. Las relaciones entre sociedades jurídi, 
cas perfectas se regulan por el derecho internacional y aquellas son 
sujetos de éste. 
La consideración de la Iglesia en su condición de sujeto en el 
orden internacional ratifica el carácter de institución independiente, 
dotada de potestad propia para su organización y para la determina, 
ción de las actividades dirigidas a la consecución del fin que le es 
característico. 
La base sociológica que vio nacer el concepto de soberanía se 
ha transformado notablemente. La internacionalización de los pro, 
blemas económicos y políticos y la intercomunicación entre los dis, 
tintos países han facilitado la flexibilización y apertura de los siste, 
mas jurídicos. Por otra parte, la creciente toma de conciencia de los 
valores del hombre y sus derechos en los ámbitos social y político 
obligan a un replanteamiento de la soberanía. Ni los Estados son tan 
independientes, ni son tan absolutos. 
En este contexto, tampoco a la Iglesia conviene la adopción de 
esta estructura. Las condiciones que aconsejaron la equiparación 
con el Estado no están hoy vigentes. El carácter instrumental de los 
conceptos hace posible la ductilidad y flexibilidad del ordenamiento 
jurídico en el conformarse a la realidad social en la que vive. Así, 
una vez que han variado las circunstancias que hicieron necesaria la 
aplicación de una tipología concreta, la calificación puede cambiar, 
,respetando lo esencial. Es más, debe cambiar si quiere mantener su 
función propia en el dinamismo del organismo social. La conceptua, 
lización de la sociedad perfecta ha dejado de ser operativa en las 
líneas eclesiológicas y las necesidades de la Iglesia. Respetando lo 
esencial, aquel concepto jurídico, útil en un determinado periodo, 
debe ser abandonado para dejar ver, en forma más viva y completa, 
los rasgos mejor definidos por el Concilio Vaticano 11. 
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c. Un nuevo modelo teológico 
El concepto de sociedad jurídica perfecta deriva del derecho 
naturapo. Piensa M6rsdorf 51 que el derecho natural es fuente del 
canónico, con una fuerza estructurante de la vida eclesial. Pero no 
puede olvidarse el origen divino de la Iglesia, de modo que su 
potestad no es separable de la misión y autoridad que Cristo le 
confirió. Por tanto, la concepción de la Iglesia como sociedad per, 
fecta, con un poder propio; que se hace derivar del derecho natural, 
es equivocada en cuanto que pierde de vista el hecho de que la 
Igle~ia es por entero una comunidad sobrenatural y todo poder ecle, 
sial deriva de Cristo y tiene carácter de poder vicario. 
No basta con decir que se trata de una sociedad elevada al 
orden sobrenatural, porque en su origen es ya sobrenatural, es un 
fenómeno de fe, de forma que todo el derecho canónico está inspi, 
rada y condicionado por criterios de fe, trascendentes a la sociedad 
natural. La Iglesia entendida como sociedad jurídica perfecta no 
refleja su verdadera y completa esencia. El último Concilio ecumé, 
nico se ha apartado, como afirma Aymans, «del concepto que hasta 
entonces y durante mucho tiempo había jugado un papel clave en la 
fundamentación del derecho canónico y también de la concepción 
misma de la Iglesia: la Iglesia como societas perfecta»52. 
'--- 50. «Lo sforzo peculiare dello ius publicum ecclesiasticum e stato appunto quello di dimos-
trare che la Chiesa ... possiede tutti gli istituti ritenuti necessari dalla dottrina del Diritto 
naturale per essere una societa autonoma, sovrana e indipendente nei confronti dello Stato; 
una societa perfetta», A. Rauco, E. CORECCO, Sacra~to e diritto: antinomia nella Chiesa?, 
Milano 1971, p. 28. Una de las críticas que se le dirigen a esta concepción es que resulta 
incapaz de definir la realidad teológica de la Iglesia, que parte del misterio de la Encarnación 
del Hijo de Dios. Se trata de un conceptq filosófico, muy llmitado, por tanto, para la 
comprehensión de una realidad sobrenatural. 
51. Cfr. A. CATTANEO, Questioni fondamentali della canonistica nel pensiero di Klaus 
Morsdorf, Pamplona 1986, pp. 295-297. . 
52. W. AYMANS, La Iglesia en el Codex. Aspectos eclesiológicos del nuevo Código de la Iglesia 
latina, en Burgense 26 (1985), p. 208. Un poco más adelante, señala: «Las estructuras 
constitucionales de la Iglesia estaban concebidas en el Codex antiguo bajo una perspectiva 
jurídica personal e individualista y, a la vez, acentuadamente encaminada a los oficios. 
Desde aquí se entendía la constitución de la Iglesia siguiendo al ius publicum ecclesiasticum 
como la estructura de una societas perfecta y más concretamente de una societas inaequalis» 
(p. 217). Cfr., del mismo autor, Lex canonica. Consideraciones sobre el concepto de ley canónica, 
en Ius Canonicum 25 (1985), p. 470. 
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Sin negar su carácter social, «el Concilio deja de lado la con, 
cepción de la Iglesia como una sociedad perfecta análoga al Estado 
o a la sociedad civil» para proponer una noción que acentúe su 
carácter teológico. «A la luz del Concilio es "Communio" el concep, 
to clave para la comprensión de la Iglesia como tal»53. 
Una communio que es al mismo tiempo interna y externa; 
comunión interna de vida espiritual (de fe, esperanza y caridad) 
significada y generadora de una comunión externa de fe, disciplina y 
vida sacramental «a tutti livelli della struttura e dell'attivita del 
Popolo di Dio, e con una carica di necessita vitale»54. 
Si el vigente canon 113, § 1 repite la misma cualificación de 
la Iglesia como persona moral que ya hiciera su precedente, debemos 
replantearnos su contenido. 
La personalidad de la Iglesia formulada como norma positiva, 
debe ser leída con un criterio teleológico. Es decir, en base a la 
finalidad que el legislador ha buscado al declararía. En el caso de 
este canon, ha sido no la de reflejar relaciones internas de la Iglesia, 
sino relaciones externas: ha pretendido dar una configuración jurídi, 
ca a la posición de la Iglesia en las relaciones intersocietarias -so' 
53. W. AYMANS, La Iglesia en el Codex ... , o.c., p. 217. En este mismo sentido se expresan 
A. Roueo, E. CORECCO, Sacramento e diritto .. . , O.c., y éste último nuevamente en I presup-
posti culturali ... , O.c., pp. 37-68. También Lombardía y Hervada sitúan a la base del derecho 
canónico la Iglesia como pueblo, comunidad y sociedad; siguiendo la Constitución . Lumen 
Gentium (cfr. la obra conjunta El DerecM del Pueblo de Dios, I, O.c., y las Lezioni di Diritto 
Canonico, Milano 1985, de Lombardía y Elementos de DerecM Constitucional de Hervada,ya 
citada, entre. otras) . El Concilio no propone una sola visión de la Iglesia, sino que parte de 
la idea mistérica para afirmar la imposibilidad de comprehender en un solo concepto, en una 
imagen la heterogénea realidad eclesial. Combina los elementos visibles e invisibles, su 
aspecto de comunidad reunida en torno a la Eucaristía, sabiéndola Sacramento, en cuanto 
.realidad humana y divina. Acerca de este punto, la Congregación para la Doctrina de la Fe 
ha publicado un documento sobre algunos aspectos de la Iglesia considerada como comunión, de 
fecha 28 de mayo de 1992. Un comentario a esta Carta en P. RODRÍGUEZ, La comunión en 
la Iglesia. Un documento de la Congregación para la Doctrina de la Fe, en Scripta Theologica 24 
(1992), pp. 559-567. Para la Lumen Gentium, la Iglesia es Cuerpo de Cristo y Pueblo de Dios. 
Cfr. a este respecto G. Pozzo, Costituzione dogmatica sulla Chiesa «Lumen Gentium». Introdu-
zione e commento, Casale Monferrato 1988; también G. PHILIPS, El misterio de la Iglesia, 
Barcelona 1968. 
54. J. HERRANZ, Studi sulla nuova legislazione della Chiesa, Milano 1990, pp. 102-107. 
Especifica que se da igualmente a nivel de estructura constitutiva y organizativa. Cfr. 
también, G. THILS,Le noveau Code de Droit Canonique et I'ecclésiologie de Vatican Il, en Revue 
theologique de Louvain 14 (1983), pp. 289-301. 
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bre todo internacionales-o Sirve de base a la realización pública, al 
más alto nivel institucional, de su misión redentora en la obra de 
extender la paz y la justicia. Y, en esta formulación no se encierra 
un contenido de reflexión teológica o jurídica de carácter interno. 
En la catalogación de persona moral, habría pesado más el 
paralelismo con el Código anterior que una reflexión sobre las impli-
caciones que los adjetivos «jurídica» y «moral» lleven anejas. 
V. LA PERSONALIDAD INTERNACIONAL 
Situarse en el plano del derecho internacional significa aten-
der a la realidad social: es innegable el reconocimiento que los 
Estados hacen de la actividad internacional de la Iglesia, pero en 
lugar de darle a ella misma subjetividad jurídica, se le da al ente que 
la desarrolla: la Santa Sede55 • El reconocimiento jurídico internacio-
nal es único, de forma que ni el Estado Vaticano, ni la Iglesia 
intervienen en las relaciones en este ámbito. La Santa Sede es el 
representante de ambas entidades. Pero el título es diverso. Respec-
to al Vaticano, actúa de igual modo a como lo hace el gobierno de 
una nación56• Respecto a la Iglesia es el órgano central de gobierno 
de la Iglesia universal: la representa, pero no la identifica57 • 
55. Cfr. P. A. D'AvACK, Trattato di Diritto Canonico, o.c., p. 289. «Per quanto poi 
concerne la dibattuta questione se la personalita giuridica internazionale spetti in concreto 
alla "Chiesa cattolica" intesa nel suo complesso, nella sua universalita, ovvero alla "Santa 
Sede", che ne rappre,senta l'organo supremo e centrale di governo, va osservato che, secondo 
la concezione canonistica, entrambe goderebbero di tale soggettivita ex ipsa ordinatione 
divina, mentre secondo parte della dottrina internazionalistica ed ecclesiasticistica sarebbe 
sol tanto la "Santa Sede" ad ayer sempre agito nell'ordine internazionale e quindi ad ayer 
titolo a poter essere considerata membro della Comunita internazionale», P. LILLO, Concor-
dato, «Accordi» e «Intese» ... , O.c., p. 53, nota 55. 
56. Durante las negociaciones de los Pactos Lateranenses, el Papa Pío XI insistió en la 
configuración estatal de la Ciudad del Vaticano no solo en el aspecto externo, sino también 
en cuanto a sus elemento internos, con un ordenamiento jurídico propio que sigue desarro-
llándose. Sobre este aspecto, cfr. J. PUENTE, La personalidad internacional de la Ciudad del 
Vaticano, o.c. No obstante, hoy ha perdido importancia el carácter estatal del Vaticano, cara 
a la comunidad internacional: la Santa Sede desarrolla una actividad que sobrepasa los 
límites, en cuanto a la materia, de las relaciones interestatales y resulta difícil, cuando no 
imposible, distinguir cuándo actúa su papel de cabeza de un Estado y cuándo de la Iglesia. 
57. Cfr. G. Lo CASTRO, Ordine temporale, ordine spirituale e promozione umana. Premesse 
per l'interpretazione dell'art. 1 dell'accordo di Villa Madama, en Il Diritto Ecclesiastico 95 (1984), 
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Sin embargo, el tenor de los Tratados y la práctica internacio, 
nal, no permiten considerar a la ligera a la Santa Sede como mero 
gobierno de la Iglesia católica. Nos parece más adecuado pensar que 
se trata de una solución técnico jurídica, basada en la tradición 
canónica. Evidentemente, están íntimamente ligados y la Santa Sede 
adquiere la fuerza moral de la Iglesia. Pero la utilización de la 
primera permite un reconocimiento más generalizado y una actua, 
ción en esferas más amplias del campo internacional que si se tratara 
de una mera confesión religiosa. Por otra parte, respeta mejor la 
autonomía de las Iglesias locales, a la vez que crea una base jurídica 
estable -aunque no exclusiva- de derecho internacional que no 
tienen las relaciones de las iglesias locales de los distintos países con 
sus respectivos gobiernos58• 
pp. 507-508. Pinto afirma que la Santa Sede se relaciona internacionalmente con los Estados 
en calidad de organismo central de la Iglesia católica, de carácter institucional, sin base 
social y sin contenido político, cfr. Rilevanza giuridica della Chiesa cattolica e del Consiglio 
Ecumenico di Ginevra nell'ordinamento intemazionale, en Apollinaris 46 (1973), pp. 190-191. 
Añade este autor que los Estados reconocen la institución Santa Sede para 'evitar que sus 
ciudadanos católicos estén sometidos a un doble poder jurídico reconocido, lo que sucedería 
con el reconocimiento de la Iglesia con una base social. 
58. Sobre las relaciones de la Iglesia particular y la comunidad política, cfr. G. DALLA 
TORRE, Chiesa locale e nuolle prospettive del diritto pubblico ecclesiastico estemo, Modena 1979; 
L. SPINELLI, G. DALLA TORRE, Il diritto pubblico ecclesiastico dopo il Concilio Vaticano Il, O.c., 
pp. 109-139; referido al caso italiano, cfr. P. LILLO, Concordato, «Accordi» e «Intese» ... , O.c. 
Estas relaciones se observan por el legislador canónico con precaución, muchas veces en 
situaciones excepcionales y siempre con un carácter complementario. 
En este sentido, cuando la Comisión de revisión del Código prepara los cánones prelimi-
nares, considera la posibilidad de referirse, en el canon 3 a los acuerdos de las Conferencias 
Episcopales con los gobiernos locales. La razón de incluirlos junto a las convenciones 
internacionales es que se trata de acuerdos de carácter internacional por razón de la materia, 
aunque no lo sean formalmente. Al final prevaleció la opinión de Onclin de no incluir esa 
modificación; cfr. Communicationes 23 (1991), p. 115 (sesión XIV, celebrada 12-16 de enero 
1976). Estos acuerdos se vuelv'en a considerar con las animadversiones formuladas al schema 
Codicis de 1980. Algunas observaciones pretendieron añadir entre los cánones 21 y 22 del 
proyecto de 1980 el siguiente texto: «Stipulatio conventionumde quibus in c. 3 Apostolicae 
Sedis reservatur». La razón alegada es prevenir trabas a la libertad de la Iglesia. Si los 
convenios se estipulan por una Conferencia Episcopal y la autoridad civil, queda dentro del 
ordenamiento de propio Estado. Si la Santa Sede es el firmante de tal acuerdo, tiene carácter 
internacional. La propuesta viene rechazada por considerarse suficiente el canon 3 y el 303, 
§1, 2", cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICI IURIS CANONICI RECOGNOSCENOO, Relatio com-
plectens synthesim animadversionum ab Em.mis atque Exc.mis Patribus commissionis ad novissi-
mum schema Codicis Iuris Canonici exhibitarum, cum responsionibus a secretaria et consultoribus 
datis, Citta del Vaticano 1981. Por tanto, se reconoce que pueden darse y, de hecho, se dan, 
pero se miran con cautela por la insuficiente fuerza jurídica que tienen al desarrollarse 
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. En definitiva: la Santa Sede, como órgano supremo y represen, 
tativo de la Iglesia es sujeto del derecho internacional y ejerce el ius 
legationis y el ius tractatum con reconocimiento y aceptación de la 
comunidad internacionaP9. «Quale soggetto di diritto internazionale, 
la S. Sede e dunque cosa ben diversa da cio che essa risulta alla luce 
dell'ordinamento canonico, e a nessuno degli effetti che qui interes' 
sano essa eidentificabile attraverso il sistema di norme che costituis, 
cono l'ordinamento della Chiesa. Il che vuol dire, da un canto, che 
l'ordinamento internazionale non personifica l'ordinamento canoni, 
co nel suo complesso assumendolo a soggetto; dall'altro, esso non 
personifica nemmeno l'ente S. Sede, né nel senso ampio né nel senso 
piu ristretto in cui esso e configurato dal can. 361 del Codex iuris 
canonici» 60. 
a. Una carta del Romano Pontífice 
Testacci61 considera como fuente del canon 113, § 1 la Carta 
del Romano Pontífice al Secretario de Estado, Cardo Casaroli, de 20 
de noviembre de 198262 • En ella, el Papa hace referencia al doble 
dentro del ordenamiento jurídico de un Estado determinado. Es decir, se reconoce que la 
catalogación jurídica internacional se da en las relaciones de la Santa Sede con las autori-
dades civiles. Las Iglesias particulares, por el contrario, no tienen esa nota de internacio-
nalidad. 
59. Cfr. J. GIMÉNEZ, C. CORRAL, Concordatos vigentes, Madrid 1981. En este mismo 
sentido, el comentario de T. J. URRESTI, sub canon 3 en Código de Derecho canónico, o.c. 
Sobre las relaciones internacionales de la Santa Sede, es clarificador el breve estudio de L. 
CHEVALIER, L'Église · dans la société intemationale en Histoire du droit et des institutions de 
l'Église en Occident, XVII. Le droit et les institutions de I'Église catholique latine de la fin du 
XVIlIe siecle a 1978, dirigido por G. Le Bras y J. Gaudemet, Paris 1983, pp. 307-422; cfr. 
también P. V . . PINTO, Rilevanza giuridica della Chiesa cattolica ... , o.c., pp. 180-207. Un 
examen del ius legationis· a la luz del Motu proprio SoUicitudo omnium Ecclesiarum en L. 
ECHEVERRÍA, Funciones de los Legados del Romano Pont€fice, en Revista Española de Derecho 
Canónico 26 .(1969), 573-636. Sobre el ius tractatum, cfr. J. CALVO, Concordatos y Acuerdos 
parciales: Po/(tica y derecho, Pamplona 1977. 
60. S. FERLITO, L'attivita intemazionale ... , o.c., p. 59. 
61. B. TESTACCI, Fonti post-conciliari del ClC 1983 en Enchiridion Vaticanum, 8, p. 870. 
Las fuentes citadas hacen referencia a documentos recogidos en esa colección. 
62. Cfr. AAS 75 (1983), pp. 119-125. Tratándose de un canon añadido en la revisión 
última del Papa ayudado por una comisión de expertos (Egan, Mester, Grocholewski, Betti, 
Ochoa, Corecco y Díez) y aconsejado por otra de obispos (Casaroli, Ratzinger, Jubany y 
Fagiolo) que celebró su última reunión el 21 de diciembre de 1982, esta carta pone de 
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campo en el que la Santa Sede actúa, si bien poniendo mayor énfasis 
en la solicitud eclesial, a la que responde su propia existencia. 
Debe tenerse en cuenta que la Carta es fruto de la preocupa, 
ción del Pontífice por las personas que prestan su trabajo en «dicas, 
teri e uffici, al servizio della chiesa universale», quienes «partecipano 
realmente all'unica ed incessante attivita della Sede Apostolica, e 
cioe aquella "sollecitudine per tutte le chiese" (cf. 2 Cor 11, 28) 
che gia ai primi tempi animava il servizio degli apostoli e che in 
misura precipua e oggi prerrogativa dei successori di san Pietro nella 
Sede romana». Pone de manifiesto la consideración del sentido am, 
plio de la Sede Apostólica, extensiva a los organismos de la Curia: 
«il cui insieme viene appunto sotto il nome de "Santa Sede"», sin 
olvidar al Estado de la Ciudad del Vaticano, «che alla Sede Aposto' 
lica e cosi intimamente legato». 
Por lo que se refiere a nuestro estudio, Juan Pablo 11 se refiere 
a la naturaleza específica de la Sede Apostólica, que aunque conec' 
tado estrechamente con la entidad del Estado Vaticano, no tiene la 
configuración de los verdaderos Estados, que son sujeto de la sobe, 
ranía política de una determinada sociedad. Por otra parte, añade, el 
Vaticano es soberano pero con características del todo especiales: 
«esso esiste a conveniente garanzia dell' esercizio della spirituale li, 
berta della Sede Apostolica, e cioe come mezzo per assicurare l'indi, 
pendenza reale e visibile della medesima nella sua attivita di governo 
a favore della chiesa universale, come pure della sua opera pastorale 
rivolta a tutto il genere umano». La acción de la Santa Sede tras, 
ciende, en sus más importantes aspectos, los límites del Vaticano 
hasta extender su misión a toda la tierra. 
No se trata de un documento de carácter jurídico, sino pasto, 
ral, pero refleja la visión que el legislador tiene de la Santa Sede. 
El 6 de abril de 1984, el Papa delega en el Secretario de 
Estado el ejercicio de los poderes y facultades inherentes al Estado 
Vaticano, «dal quale e garantita l'independenza da ogni potesta 
manifiesto lo que el Papa tenía presente al considerar la Sede Apostólica. El volumen de 
fuentes publicado por la Comisión de interpretación de los textos legislativos no recoge esta 
Carta, citando exclusivamente el canon 100, § 1 del Código de 1917. 
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terre~a di questa Sede Apostolica romana che la Providenza ci ha 
chiamato a reggere»63. 
Un año antes, el mismo Secretario de Estado, Casaroli, escri, 
bía al Primado checo T omásek una Carta en la que expresa cómo el 
problema de la paz es objeto de la constante y atenta solicitud «tum 
Ecclesiae, tum Summi Pontificis, tum Sanctae Sedis»64. A continua' 
ción enumera algunas manifestaciones de dicha preocupación: desde 
la actividad directa del Papa en sus discursos, mensajes o viajes 
pastorales, a la participación de la Santa Sede en conferencias e 
iniciativas internacionales e interconfesionales, deteniéndose en los 
intentos de la Sede Apostólica para obtener la libertad de la Iglesia 
en Checoslovaquia. 
Por último, traemos a colación el discurso pronunciado por 
Juan Pablo 11 en la Asamblea General de la ONU, el 2 de octubre 
de 197965, en el que reconoce que, en el ámbito territorial, la 
soberanía de la Sede Apostólica está circunscrita al pequeño Estado 
Vaticano, pues su razón de ser es garantizar la libertad de acción 
del papado en el cumplimiento de su misión y facilitar las relacio, 
nes con los gobiernos u organizaciones internacionales. Pero la 
soberanía de la Santa Sede difiere profundamente de la de los 
Estados, en cuanto comunidad político temporal. La naturaleza y 
los fines de la misión espiritual propia de la Sede Apostólica y de la 
Iglesia hacen que su participación en el campo internacional -el 
Papa se refería a la O.N.U., en concreto- se diferencia de la 
actividad de los Estados. 
b. La unidad de acción 
Podemos extraer de estos documentos, aun a sabiendas de su 
carácter no siempre jurídico, que se considera una unidad de acción 
63. Cfr. AAS 76 (1984), p. 495. No es, evidentemente, una fuente del canon, pero nos 
da indicios de la relación Romano Pontífice, Sede Apostólica y Ciudad del Vaticano, tal 
como la ve el Papa. 
64. Carta E diversis partibus, 14 de febrero de 1983, AAS 75 (1983), p. 516. 
65. Cfr. AAS 71 (1979), p. 1144-1160. 
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entre el Romano Pontífice, la Iglesia y la Santa Sede en una doble 
figura externa. Esta última es el Estado de la Ciudad del Vaticano, 
que tiene un valor instrumental, de apoyo y garantía a la Sede 
Apostólica. Pero es ésta quien ostenta la representación del pequeño 
Estado y, a la vez, tiene un valor y personalidad diversos por la 
amplitud de sus fines, por la peculiaridad de sus medios, por su 
acción que supera los límites del propio Estado. 
La unidad de acción reside en la misma Iglesia. El Romano 
Pontífice actúa como su Pastor Supremo, cumple la misión que 
Cristo le ha confiado. La Sede Apostólica es gobernada por el Sumo 
Pontífice; su carácter instrumental adquiere mayor relieve en las 
relaciones intersocietarias de la Iglesia; su poder, su.s facultades, su 
acción son participadas del Sucesor de San Pedro. En este sentido, 
puede hablarse indistintamente de uno y otra en el campo de las 
relaciones externas, que, en definitiva, se refieren a la Iglesia, a sus 
intereses y misión. 
Así se entiende la identidad que los documentos pontificios 
citados por Gasparri como fuentes del canon 100, § 1 identifiquen 
con frecuencia la acción y preocupación del Pontífice y de la Santa 
Sede al servicio de la Iglesia católica66 tal como se ha hecho después 
de 191767 y continúa siendo la praxis en la actualidad. 
De frente a la realidad innegable de la existencia de una 
verdadera y propia actividad internacional desenvúelta por la Igle, 
sia, afirma D'Avack, la doctrina internacionalista ha preferido, en su 
mayoría, reconocer a la Santa Sede como subiecto iuris anómalo 
(personalidad atípica, sui iuris, funcional, etc). La razón es más polí, 
tica que jurídica, para impedir la doble sujeción de los ciudadanos, 
en merma de la soberanía estatal. El hecho es que el reconocimiento 
es único, en favor de la Santa Sede con exclusión o negación abso-
luta de la personalidad de la Iglesia. Sin embargo, la canonÍstica y el 
derecho positivo eclesiástico consideran que Iglesia y Santa Sede son 
66. Cfr. Pío IX, alocución Maxima quidem, Encíclica Quanta Cura, 6; LEÓN XIII, Encí-
clicas Inmorcale Dei, 5, y Praeclara praestantisimus, 6; Pío X, Carta Vehementer Nos . 
. 67. Cfr. Pío XI, Carta al Cardo Gasparri, AAS 21 (1929), p. 297. 
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titulares de dicha subjetividad por derecho propio, en el ámbito 
interno y también en el externd8 • 
VI. CONCLUSIÓN 
A lo largo de la primera parte de nuestro trabajo, hemos 
querido desentrañar el contenido normativo del canon 113, § 1. En 
primer lugar, explicamos la técnica de la personalidad en la doctrina 
jurídica civil y su trasposición al campo de las relaciones internacio, 
nales. La persona moral a la que hace referencia nuestro canon 
participa en algunos puntos de esa teoría general. Sobre todo en lo 
que se refiere a niveles interordinamentales. En este sentido, pode, 
mas concluir que la personalidad de la Iglesia y de la Santa Sede, en 
esos ámbitos, es compatible con la teoría general de la subjetividad 
en derecho internacional. Con características propias, pero que no 
implican un choque jurídico excluyente de su participación en ám, 
bita s internacionales, del mismo modo que existen otras institucio, 
nes y organismos sin esa nota de estatalidad. Por otra parte, la 
experiencia jurídica confirma esa intervención. 
Cuestión diferente es la corrección o no de la técnica emplea, 
da calificándose como persona moral. Igualmente dudosa resulta la 
necesidad o utilidad de la declaración de su propia personalidad, 
aunque otros organismos se la atribuyen a sí mismos. 
En cuanto a la semejanza que la personalidad moral pueda 
tener con la personalidad jurídica, observamos que, en el Código 
vigente, se delimitan ambos conceptos. Desde el punto de vista 
68. Cfr. P. A. D'AvACK, Trattato di Diritto Canonico, o.c., pp. 283-289. El autor funda-
menta su opinión en que la Iglesia es un ente autónomo e independiente, es decir soberano, 
como sociedad jurídica perfecta, miembro iure nativo de la comunidad internacional, cuya 
titularidad la ejerce la Sede Apostólica. Sin embargo, nos parece conveniente señalar que 
esta afirmación responde a la concepción eclesiológica de las ediciones anteriores de esta 
obra, ya que los nuevos capítulos introducidos sobre la libertad religiosa y la acción de la 
Iglesia lo contradice: la Iglesia, comenta este autor, estaba perdiendo campo en sus relacio-
nes con los Estados, lo que le ha hecho cambiar de óptica; cree más eficaz ir a las bases y 
desde allí informar las instituciones, renunciando a las relaciones con el vértice del Estado, 
que ya es irrecuperable (cfr. pp. 269-280). 
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positivo, refiriendo la persona moral al ámbito internacional, la de 
carácter jurídico se limita al ordenamiento canónico. En esta esfera 
interna, el Código no ha recogido una doctrina canónica concreta, 
sino que ha pretendido soluciones a problemas determinados. Esta 
postura ha llevado a conciliar teorías diversas, dejando importantes 
lagunas en el tejido normativo y dando lugar a indeterminaciones 
que deben ser completadas por vía de interpretación del órgano ad 
hoc, por la jurisprudencia y la praxis administrativa. 
Lo que el legislador no ha dilucidado es la naturaleza jurídica 
interna y administrativa de la Santa Sede. El canon 113, § 1 no se 
plantea este problema, sino el de las relaciones externas de la Iglesia. 
En la perspectiva indicada, encuentra explicación la falta de confi-
guración como persona moral de otros entes de institución divina 
que algunos autores han echado en falta (del Colegio episcopal o de 
la Iglesia .particular). Desde nuestro punto de vista, la ausencia está 
justificada. La colocación sistemática del canon entre las normas 
dedicadas a la personalidad estática, frente a la situación -en el 
Libro 11- de esos entes constitutivos en el Pueblo de Dios -la 
personalidad dinámica - confirman nuestra opinión. En efecto, no 
se trata de una norma constitucional de la Iglesia, sino de contenido 
funcional. No mira al interior de la Iglesia, sino al exterior. 
Se hace. necesario referirse a la continuidad de los Códigos de 
1917 y 1983 en este canon 113. No puede dudarse que se trata de 
una trasposición de la norma de un texto al otro. Pero, en buena 
lógica, debemos interpretarla en modo diverso. No es este lugar para 
·fijar criterios interpretativos. Sin embargo, debemos precisar que el 
Código vigente -y ha sido el propio Juan Pablo 11 a reiterarld9 -
debe leerse en par~lelismo con los textos conciliares. El Concilio 
Vaticano 11 es la clave interpretativa que define el sentido de las 
normas vigentes. De tal forma, siempre se debe preferir la lectura 
más acorde con la doctrina conciliar. 
Por otra parte, es lógico pensar que cada norma responde a 
objetivos determinados. Independientemente de la perfección jurídi-
69. Cfr. Constitución Apostólica Sacrae disciplinae leges; en esta misma idea volvió a 
insistir el Romano Pontífice en el discurso de presentación del nuevo Código, en Communi-
cationes 15 (1983), pp. 9-16. 
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ca, de la eficacia real o .de otras consideraciones de tipo técnico, 
cada norma responde a un fin concreto. Por esto, debemos rechazar, 
como principio, que se haya dado una inflación gratuita de cánones. 
El párrafo primero de nuestro canon ha sido introducido in 
extremis, en la última revisión papal. Resulta entonces necesario 
entender cómo la formación y la experiencia polaca del Pontífice no 
es ajena a su inclusión en el texto definitivo del Código. Efectiva-
mente, la Iglesia ha estado perseguida en Polonia por gobiernos 
hostiles, que han intentado sistemáticamente reducirla y aislarla. La 
labor de la Jerarquía ha estado dificultada enormemente por el 
Estado y se ha visto obligada a enfrentarse con la autoridad pública, 
sufriendo incluso la cárcel. En este contexto, la Santa Sede, como la 
Iglesia católica, ha querido ser ignorada por el poder político. La 
fuerza de los hechos, sin embargo, hizo posible una relación desigual, 
pero estable, con las instituciones nacionales de la Iglesia en Polo-
nia. Para la Jerarquía, la afirmación de la personalidad moral del 
antiguo canon 100, con toda su fuerza apologética, debió ser un 
recurso firme ante el Estado. 
Por otra parte, la Iglesia, en la mente del Pontífice, siguiendo 
las líneas trazadas por Gaudium et spes, debe estar inmersa en todos 
los problemas humanos, también a nivel institucional; frente a posi-
bles conflictos con los gobiernos locales donde la Iglesia realiza su 
misión, Juan Pablo 11 debió propugnar la validez de aquel principio 
de auto afirmación jurídica ante los pueblos, que significó, en su 
propia experiencia eclesial, la personalidad moral de la Iglesia cató-
lica y la Sede Apostólica. 
Por tanto, no consideramos que de este canon se pueda dedu-
cir la auto afirmación de la Iglesia como sociedad jurídica perfecta, 
parangonable a los Estados, con criterios de estructuración política 
paralelos a ellos. Al contrario, debemos afirmar su sentido funcional, 
sin referencias orgánicas a la constitución de la Iglesia. Se trata del 
enunciado genérico de una solicitud e intervención institucional en 
un campo concreto de la actividad del hombre y sus agrupaciones. 
Señala la legitimidad jurídica de un cauce concreto por el que 
transcurre la acción de la Iglesia en el mundo de hoy, en el servicio 
a la sociedad, en la línea de la Constitución pastoral del Concilio 
Vaticano 11. 
